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ACLARATORIA. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACLARAR el punto I de la parte resolutiva de la sentencia de fs. 1249/1257, en 
el sentido de que debe consignar: NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 
1171/1175 y 1177/1179 vta.. 
DOCTRINA: Todo pedido de aclaratoria o rectificación conlleva como finalidad corregir cualquier error 
material, aclarar algún concepto oscuro sin alterar lo sustancial de la decisión, o subsanar alguna omisión de 
la sentencia mediante un trámite breve y simple, pues la misión del tribunal consiste, en este sentido, en en-
mendar, aclarar y suplir omisiones, siempre que ello no importe una modificación esencial 
            Corresponde aclarar la sentencia si se omitió consignar materialmente el rechazo del segundo recurso 
en el punto I de la parte resolutiva. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C SEGUNDO, MARCOS MARCIAL; MOYA, JOSÉ ANTONIO; CASTI-
LLO, EMANUEL; VACA, FELIPA; RUIZ, FÉLIX ANTONIO; ACEBO, MAURO 
ANDRÉS ROMÁN; SALVATORE, GLINIGS ELIZABETH; ANDRADE, JORGE CRUZ 
DANIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 33.945/10) (Tomo 173: 845/850 – 
08/marzo/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Discrepancia en la calificación del hecho. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda 
Nominación del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en la causa. 
DOCTRINA: Si en el caso el juez discrepa con la calificación legal propuesta por el funcionario del Ministe-
rio Público, corresponde que ese criterio se confronte mediante una declaración de inadmisibilidad del respec-
tivo requerimiento fiscal, en razón de la existencia de un error o una falta en el deber de motivar. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Catalano, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C PORCEL, DIEGO SEBASTIÁN Y OTROS – APREMIOS ILEGALES – ROMERO, 
DANIEL JESÚS NELSON –PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº 
CJS 35.808/12) (Tomo 173: 931/936 – 12/marzo/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Erróneo planteo de la cuestión. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteado el conflicto de competencia, y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Tercera Nominación a los fines previstos en el considerando 
6º. 
DOCTRINA: Corresponde declarar mal planteado el conflicto de competencia si en el caso no existe un re-
querimiento de instrucción formulado con arreglo a las pautas descriptas en el art. 184 del C.P.P. (texto según 
Ley 6345 y modificatorias), sobreviniendo en consecuencia la ausencia de un ineludible acto promotor. 

La instancia habilitante del proceso penal puede cumplirse mediante un requerimiento de instrucción 
por parte del Agente Fiscal, o a través de las comunicaciones cursadas durante el sumario de prevención, en 
particular el parte preventivo, que cumple una función promotora autónoma, si bien el ulterior ejercicio de la 
acción penal corresponde al Ministerio Público. 

Cuando el Fiscal Correccional encuentra excedidas sus atribuciones en razón de la materia, resulta a 
todas luces conveniente y necesario que otorgue la debida intervención al Agente Fiscal, pues sólo así se 
satisface el recaudo de la debida habilitación de instancia y se obtiene una determinación de la imputación en 



 

la órbita de autonomía funcional marcada por la clara división de roles que debe respetarse en el proceso. (Del 
voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Posadas). 
                La actividad jurisdiccional debe atenerse estrictamente a los límites de la habilitación de instancia 
que surgen del concreto ejercicio del acto requirente, pues lo contrario trae aparejada la violación del princi-
pio "ne procedat iudex ex officio".  

En los supuestos de discordancia acerca de la concurrencia de una figura penal de mayor gravedad, 
debe estarse a la competencia del tribunal de atribuciones más amplias, a fin de evitar los efectos que sobre la 
validez de los actos puede traer aparejada la violación de las normas sobre competencia materia. (Del voto de 
la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar    DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C MATORRAS, ROBERTO POR VIOLACIÓN DE DOMICILIO - LESIONES LE-
VES - AMENAZAS CON ARMA - COACCIÓN A BENÍTEZ, LIDIA - PIEZAS PERTE-
NECIENTES – COMPETENCIA” (Expte. N° CJS 35.829/12) (Tomo 173: 969/976 – 
12/marzo/2013) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Erróneo planteo de la cuestión. Suspensión del juicio a prueba, 
concurso real de delitos. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteada la cuestión de competencia y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a sus efectos. II. RECOMENDAR a las 
Sras. Juezas en lo Correccional y de Garantías de Quinta y Sexta Nominación que en lo sucesivo procedan de 
conformidad con las normas sustantivas y adjetivas que regulan la suspensión del juicio a prueba y de acuerdo 
a lo señalado en el presente. 
DOCTRINA: En la exégesis del artículo 76 bis del Código Penal aparecen claramente distinguidos los su-
puestos de unidad delictiva –1er. párrafo- y pluralidad real delictiva –2do. párrafo-. En cualquiera de las hipó-
tesis, la solución sobre la procedencia del instituto debe ser única y total, no parcial o fragmentada; o se sus-
pende el juicio o no se suspende, pero nunca ambas cosas 

En el supuesto de concurso real de delitos, no es viable conceder la suspensión del juicio a prueba 
para uno o alguno de los delitos imputados y para otros no, pues tal proceder es contrario a las expresas previ-
siones del Código Penal. 

La suspensión del juicio a prueba es una causal de extinción de la acción penal condicionada y que 
ello se encuentra supeditado al transcurso de un término establecido por decisión judicial, a cuyo vencimiento 
debe valorarse si el acusado no cometió otro delito, cumplió con su ofrecimiento pecuniario y observó las 
reglas de conducta impuestas. 

No es procedente ampliar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba con posterioridad a su 
concesión, pues ello se contrapone a la suspensión operada en el proceso y provocaría la contradicción de 
supeditar al beneficiado a ciertas circunstancias compromisorias respecto a los delitos alcanzados por la pri-
mera resolución. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris). 
                 Al disponer su avocamiento el Juez Correccional y de Garantías verificará la posible aplicación de 
las disposiciones sobre conexidad, ordenando las acumulaciones a que hubiere lugar respecto de otras causas 
que hayan superado el trámite preliminar del proceso. 
            Las actuaciones del procedimiento sumario no se acumularán entre sí, ni respecto de las causas en las 
que procede instrucción formal. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo,  Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ROJO, RICARDO ROGELIO Y ROJO, SARA RAQUEL POR LESIONES 
LEVES Y DAÑO EN CONCURSO REAL EN PERJUICIO DE HUMANO, JUAN 
VÍCTOR – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 35.410/12) 
(Tomo 173: 167/176 – 21/febrero/2013) 
 
COMPETENCIA PENAL. Conexidad 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda 
Nominación, del Distrito Judicial del Centro, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: La existencia de varias causas seguidas contra los mismos imputados torna aplicables las reglas 
de conexidad subjetiva.  
           Si el conflicto de competencia se genera cuando en una de las causas conexas se dictó auto de sobre-
seimiento, hasta tanto no se produzcan los efectos de dicha resolución mediante la pertinente confirmación, 
deben aplicarse las reglas de conexidad y sus consecuencias con relación a la competencia. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C CASTAÑO, RAMÓN BELISARIO; DEL VALLE, MARCOS RAMÓN 
POR HURTO CALIFICADO A GUTIÉRREZ, MÓNICA ALEJANDRA – PIEZAS PER-
TENECIENTES – COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 35.913/12) (Tomo 173: 529/536 – 
05/marzo/2013) 
 



 

COMPETENCIA PENAL. Conexidad. Delito con mayor penalidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Tercera 
Nominación para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: El delito de coacción con arma tiene mayor penalidad que el de robo simple, por lo cual debe 
atribuirse la competencia y disponer la intervención para su trámite del Juzgado de Instrucción donde se en-
cuentra la causa por el delito más grave. 
           Las normas de conexidad revisten el carácter de orden público y su observancia resulta insoslayable 
en base a consideraciones de mejor y más pronta administración de justicia y tales postulados en el caso, de 
acuerdo al estado de cada una de las causas, se aseguran con la intervención en todas las actuaciones de un 
único tribunal. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MARTÍNEZ, SILVINA GABRIELA POR ROBO SIMPLE A TAPIA, 
DEMETRIA – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 
35.517/12) (Tomo 173: 633/638 – 06/marzo/2013) 
 
EXCUSACIÓN.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas a fs. 1410 y 1412 por los Señores Jue-
ces de Corte, Dres. Guillermo Alberto Catalano y Guillermo Alberto Posadas, respectivamente. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que se funda en haber sido mandatario del 
querellante conjunto y del actor civil, conforme al poder general para juicios que acompaña, porque ello cons-
tituye una circunstancia objetiva prevista en el artículo 51 inc. 1º del Código Procesal Penal (texto según Ley 
6345 y modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
SALINAS, PEDRO ADRIÁN; SALINAS, JUANA ANTONIA; MISSORICCHI, FRAN-
CISCO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte Nº CJS 35.763/12) (Tomo 173: 925/930 – 
08/marzo/2013) 
 
HONORARIOS. Pautas. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. René Alberto Gómez en la 
suma de $ 2.700 (pesos dos mil setecientos), por la labor desempeñada en la presente instancia. 
DOCTRINA: Corresponde efectuar el cálculo de los honorarios del letrado que en su calidad de apoderado 
del contribuyente interpuso con éxito recurso de inconstitucionalidad contra de la sentencia y contestó el tras-
lado del planteo de caducidad de instancia, de acuerdo con las pautas indicativas contenidas en el artículo 548 
del C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias) que remite a los arts. 31, 4º incs. b), c) y d) y 5º del decre-
to ley nº 324/63, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 1º del decreto nº 1173/94 y 15 de la ley 6730. 
Ello implica ponderar, para la determinación del monto de los honorarios, el mérito jurídico, la extensión del 
trabajo realizado, la complejidad o novedad de la cuestión, el resultado obtenido y demás factores de legal 
cómputo. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “SAPAG, BENITO EDGARDO – RECURSO DE INCONSTITUCIONALI-
DAD” (Expte. Nº CJS 29.855/06) (Tomo 173: 575/580 – 06/marzo/2013) 
 
HONORARIOS. Pautas, recurso de casación.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. REGULAR los honorarios profesionales del Dr. Ángel Stamelako en la suma de 
$ 1.100 (pesos mil cien) por la tarea cumplida  en esta instancia. 
DOCTRINA: Corresponde efectuar el cálculo de los honorarios solicitados de acuerdo a las pautas indicativas 
del art. 13 del decreto ley 324/63, de conformidad con lo establecido por los arts. 15 de la ley 6730 y 1º del 
decreto 1173/94, atento la remisión dispuesta por el art. 548 del Código Procesal Penal (texto según ley 6345 
y sus modificatorias), y teniendo en cuenta en primer término la regulación de honorarios efectuada por el 
Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores por la labor desarrollada en la primera instancia y, en 
segundo lugar, la complejidad de la tarea desarrollada en el recurso de casación impetrado, el mérito jurídico 
y el resultado obtenido. (Del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Catalano, Cornejo y Díaz). 
                      A los fines de proceder al cálculo de la retribución solicitada por el letrado que interpuso con 
éxito el recurso de casación contra la sentencia de condena, se deben considerar las pautas indicativas conte-
nidas en los arts. 31, 4º incs. b), c) y d) y 5º del decreto ley  324/63, de conformidad con lo establecido por los 
arts. 15 de la ley 6730 y 1º del decreto 1173/94, atento la remisión dispuesta por el artículo 548 del Código 
Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias). Ello implica ponderar el mérito jurídico, el valor o 
importancia del proceso, el resultado obtenido y demás factores de legal cómputo. (Del voto de los Dres. 
Posadas y Vittar). 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C DÍAZ, IGNACIO ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
33.600/10) (Tomo 173: 613/618 – 06/marzo/2013) 



 

 
 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva; resolución que 
rechaza el planteo de nulidad del requerimiento de elevación de la causa a juicio.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
2/8. 
DOCTRINA: La resolución que rechaza el planteo de nulidad del requerimiento de elevación de la causa a 
juicio no habilita el remedio anticipado de la casación porque no es sentencia definitiva ni equiparable a tal y 
además, produce como efecto la continuidad del proceso, lo que es extraño a la vía del recurso de casación. 
(Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Ferraris). 
                     No puede ser equiparada a una sentencia definitiva una resolución que niega el pedido de nuli-
dad del requerimiento de elevación a juicio puesto que ella no genera un gravamen irreparable, porque el 
proceso no se cierra en forma definitiva en contra del acusado, existen otros medios idóneos para recurrir con 
posterioridad para la tutuela de sus derechos, además de que el caso se habría agotado la doble instancia con 
la revisión del tribunal de  apelación. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
                     Cuando el artículo 67 del Código Penal se refiere al requerimiento acusatorio de elevación a 
juicio, alude al acto en que el representante del Ministerio Público Fiscal se pronuncia acerca de la relevancia 
penal de un hecho y a la necesidad de que éste se dirima mediante un pronunciamiento jurisdiccional. El pro-
nunciamiento del Fiscal, desprovisto de cualquier otro recaudo adicional, tiene la trascendencia interruptiva, 
porque, “per se”, traduce la subsistencia del interés de la sociedad que ese funcionario representa, en que se 
esclarezca el hecho y se determinen sus consecuencias jurídicas. (Del voto de los Dres. Vittar, Cornejo y 
Díaz). 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “GONZA, LUIS ROLANDO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGA-
DO” (Expte. Nº CJS 35.449/12) (Tomo 173:887/896 – 08/marzo/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución que declara improcedente el recurso 
de casación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
17/19. 
DOCTRINA: Los recursos deberán ser interpuestos, bajo pena de inadmisibilidad, en las condiciones de 
tiempo y forma que se determinan, con específica indicación de los motivos en que se basen. 

Corresponde el rechazo de la queja, si la vía correspondiente para cuestionar la resolución que recha-
za el pedido de nulidad articulado hubiera sido acudir en apelación ante la ex Cámara de Acusación, en aten-
ción al derecho de recurrir y cumplir con la garantía de la doble instancia. (Del voto de los Dres. Kauffman, 
Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Vittar). 
              Si con independencia del “nomen iuris”, mediante el recurso denegado en la instancia de grado se 
impugnó la citación cursada al interesado –persona privada de su libertad- en el marco de una acción de hábe-
as corpus, tal recurso, interpuesto contra una decisión de trámite que, incluso, persigue satisfacer un interés de 
parte, como la queja, no fue dirigido contra la decisión definitiva de esa vía excepcional, por lo que bajo 
ningún punto de vista puede ocasionar gravamen a derechos constitucionales y resulta por ello manifiesta-
mente improcedente. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “TEJERINA, LEONARDO – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGA-
DO” (Expte. Nº CJS 35.625/12) (Tomo 173: 31/38 – 04/febrero/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución que declara inadmisible el recurso 
de casación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
5/9 vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja, si el recurso de casación no resulta objetivamente viable, 
pues la denegatoria no causa gravamen irreparable o de difícil reparación ulterior que habilite el trámite anti-
cipado de esta instancia recursiva; máxime cuando, su efecto principal obliga al impugnante a seguir sometido 
a proceso y se ha otorgado oportuna intervención al tribunal natural de alzada de la etapa de instrucción. 

La suspensión de términos a favor de las partes no se encuentra prohibida por la Ley 6345 y modifi-
catorias; afirmar lo contrario constituye una interpretación extensiva expresamente vedada (art. 3º del C.P.P., 
texto según Ley 6345 y modificatorias) que produce un efecto perjudicial, es extraña a la garantía del debido 
proceso y se opone  a la armonía con la que deben aplicarse las disposiciones que rigen la cuestión. (Del voto 
de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris). 
               La queja en su concepto estricto no es propiamente un recurso; es un medio impugnativo accesorio a 
los recursos más importantes, por el cual se autoriza a las partes a instar la apertura de la vía de alzada ante el 
tribunal "ad quem" cuando el "a quo" proveyó negativamente la instancia de recurso. 



 

Correspode el rechazo de la queja, si el objeto de la presentación examinada no es la denegación de 
un recurso que competa conocer a la Corte, sino la resolución de la ex Sala Tercera de la Cámara de Acusa-
ción que, como tribunal "ad quem", declaró erróneamente concedida una apelación por el Juez Correccional y 
de Garantías. (Del voto de los Dres. Díaz y Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “BULLOC, MARTA ALICIA; RAMÍREZ BULLOC, PABLO FEDERICO - 
QUEJA POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. N° CJS 35.712/12) (Tomo 173: 
607/612 – 06/marzo/2013) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Resolución que declara inadmisible el recurso 
de casación. Extemporaneidad del planteo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
2/4. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja si el recurso de casación fue correctamente desestimado por 
extemporáneo. (Del voto de los Dres. Kauffman, Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris y Vittar). 
                         Corresponde el rechazo de la queja porque amén de la remisión del art. 160 del Código Con-
travencional, la casación denegada se presentó en contra de una resolución dictada por el Juez Correccional y 
de Garantías y de Menores del Distrito Judicial del Sur, Circunscripción Metán y resulta entonces de aplica-
ción el art. 33, punto II, inc. a) de la Ley 7716, en virtud del cual la Ley 7690 entrará recién en vigencia al año 
de su publicación, esto es, el 06/12/12. Por lo tanto, no se configura un supuesto de sucesión de leyes procesa-
les, a la vez que el texto de la Ley 6345 y modificatorias regula instrumentalmente el caso traído a conoci-
miento. (Del voto de los Dres. Posadas, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman,  Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris. DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “PONCE, VIVIANA NOEMÍ – QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DE-
NEGADO” (Expte. Nº CJS 35.641/12) (Tomo 173: 53/60 – 04/febrero/2013) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 2 y vta. 
DOCTRINA: Corresponde el rechazo de la queja por retardo de justicia, si  puede constatarse que el tribunal 
“a quo” no ha incurrido en una morosidad por desatención del planteo formulado por el quejoso, sino que, en 
un esfuerzo adicional, se encontró abocado a ordenar las diligencias necesarias requeridas por la agente fiscal 
penal, previo a la tramitación del recurso impetrado. 
   El remedio de la queja por retardo de justicia tiene por objeto subsanar las demoras en que pueden 
incurrir los tribunales en el dictado de las resoluciones que corresponda pronunciar en las causas a su cargo. 
Esta vía procesal está únicamente destinada a lograr la reversión de situaciones que afectan al dictado tem-
poráneo de las resoluciones que deben emitirse en actuaciones jurisdiccionales para arbitrar el cese de la vio-
lación del debido proceso y evitar que las actuaciones judiciales se prolonguen “sine die”. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “INCIDENTE DE NULIDAD INTERPUESTO EN EXPTE I02 Nº 24.581/12 – 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA” (Expte. Nº CJS 35.848/12) (Tomo 173: 639/644 – 
06/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución, delito de violación de domicilio; principio de la duda.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 149/150 vta.   
DOCTRINA: Corresponde dictar la absolución, si el juicio tal y como se llevó a cabo produjo una acumula-
ción de evidencia que no podía servir para condenar al acusado por el delito de violación de domicilio endil-
gado. 
            En materia penal, para condenar, los hechos en que se funda la denuncia deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que la avale, porque un hecho debe considerarse probado cuando no 
pudo haber sucedido de otra manera, en virtud que la verdad real -cuya búsqueda resulta inexorable en el 
transcurso del proceso penal- reside en el acuerdo entre las palabras y los actos. 
            La incertidumbre no exige convicción sobre la inocencia del imputado, pues en materia criminal se 
debe aplicar en toda su extensión la máxima “onus probandi incumbit actori” exigiéndose al acusador una 
demostración plena y completa de la culpabilidad del acusado.  
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C LENCINAS, LUCAS FERNANDO; CAJAL, ABIGAIL – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.519/12)  (Tomo 173: 713/722 – 12/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución del imputado; pretensión requirente de la parte querellante. Ase-
sor de incapaces, menores que tienen intervención indirecta; improcedencia del pedido de nulidad del deba-
te. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 426/435 vta.. 



 

DOCTRINA: Si en la causa intervino como parte la querellante conjunta y al concedérsele la palabra expuso 
los motivos por los cuales solicitó expresamente la condena del acusado y la imposición de una pena, el dere-
cho de acceso a la jurisdicción provocó de su parte una pretensión requirente que habilitó al tribunal a exami-
nar los elementos de prueba y a dictar sentencia. 
           Los agravios expuestos contra la absolución del acusado no pueden prosperar si en el caso ni en las 
declaraciones testimoniales prestadas, ni en las pericias realizadas, ni en la declaración del imputado, constan 
datos netamente orientadores sobre una clara intención de impedir el contacto de los niños con su madre, lo 
que siembra un manto de dudas que no legitiman la certeza necesaria de una sentencia condenatoria. 
           No procede la declaración de nulidad de los actos del debate por falta de participación del asesor de 
incapaces, si los menores tienen intervención indirecta por ser hijos de la querellante y el acusado y, además, 
no fueron citados a declarar en la audiencia de debate que se persigue anular. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Díaz, Kauffman, Figueroa y Granata). 
               No corresponde declarar la nulidad de los actos del debate por falta de participación del asesor de 
incapaces, si los menores, que indirectamente tienen relación con el proceso, no declararon en la audiencia de 
juicio que se pretende nulificar y, por lo tanto, no hubo acto de persona alguna que precise integración para 
completar su capacidad. 

El afianzamiento del vínculo paterno-filial no parece alcanzarse mediante la aplicación de la Ley 
24270 y cuando la criminalización de conductas se producen en el contexto de graves crisis familiares, no es 
la actuación de la justicia penal la que permite alcanzar la composición del conflicto, sino la intervención de 
la justicia especializada en familia la que deberá encontrar, con los recursos que tiene a su alcance, el modo 
más adecuado para reconducir la vida y dinámica familiar luego de producirse la crisis. 

Es válida la sentencia que dispone la absolución del acusado si el Ministerio Fiscal no mantuvo la 
acusación al momento de los alegatos, por lo cual no le era factible al tribunal expedirse en sentido contrario y 
lo que correspondía era que dispusiera la absolución lisa y llana por ausencia de acto requirente. (Del voto de 
los Dres. Vittar y Ferraris). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas –Jueces de Corte-, Adolfo Antonio Figueroa y 
Enrique Carmelo Granata –Jueces de Cámara llamados a integrar-.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C GENOVESE, PEDRO ALFREDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.721/10) 
(Tomo 173: 73/86 – 19/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Calificación jurídica. Absolución, delito de estafa; robo con arma, aspecto 
volitivo; valoración de la prueba; motivación de la sentencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 245/246 vta..  
DOCTRINA: Debe calificarse el hecho como estafa y no como robo con arma, si a partir de un análisis de la 
prueba testimonial producida en la causa y los demás elementos probatorios, el tribunal de juicio encontró 
acreditado que existió una disposición voluntaria del bien por parte de quien en ese momento lo detentaba y 
no un apoderamiento por parte del acusado, el cual en ningún momento ejerció violencia sobre ellos, sino que 
logró esa entrega voluntaria en virtud de la historia falsa que les presentó en todo momento. 
          Para que una conducta sea tipificada como estafa se requiere que el sujeto activo lleve adelante una 
maniobra ardidosa, representada por las características y habilidades desplegadas, que permiten que la víctima 
sea llevada a engaño, provocando sobre la base de un error la decisión de desprenderse de un bien de su pa-
trimonio. El desapoderamiento debe lograrse sobre la base de la confianza infundida en el sujeto pasivo, 
dejándolo en una situación que permite el aprovechamiento del error que es el que posibilita la obtención de 
un beneficio patrimonial ilegítimo. En cambio, el delito de robo ataca la tenencia de las cosas sin intervención 
de una acción del sujeto pasivo, cuya voluntad está ausente. 
           Cuando se halla en juego el sustento lógico de la sentencia y se señala un empleo arbitrario de los 
poderes discrecionales del tribunal de juicio en cuanto a la apreciación de la prueba, se activan las atribucio-
nes de contralor del Tribunal de Casación en orden a la verificación del cumplimiento de disposiciones proce-
sales de raigambre constitucional que prescriben, bajo pena de nulidad, el deber de motivar debidamente las 
decisiones judiciales. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Catalano y Cornejo). 
             Corresponde encuadrar la conducta del imputado en el delito de robo con arma y no de estafa, si de 
acuerdo al relato de las víctimas durante la audiencia de debate surge con claridad el poder intimidante que 
ejerció el autor sobre sus personas al mostrarles un arma blanca en el momento del hecho, lo que permite 
concluir que los damnificados no actuaron libremente y entregaron el celular al acusado por la inducción de 
un error, elemento propio del delito de estafa, sino que lo hicieron por el temor que les infundía la conducta 
de blandir un arma blanca, en este caso una punta.          
            El delito de estafa se configura con la debida relación entre tres elementos: el ardid, el error y la 
disposición patrimonial perjudicial. La acción típica del delito de estafa es defraudar, que entraña un acto de 
desapoderamiento mediante la inducción a una disposición patrimonial ajena e injusta lograda con ardid o 
engaño. 
            La figura penal del robo con arma no se configura por la fuerza en las cosas, sino que se circunscribe 
a la violencia en las personas; por lo que siempre debe haber una persona que haya sido intimidada. Es que el 
motivo de la agravación estriba en el modo de comisión del desapoderamiento, atendiendo al mayor poder 



 

intimidante con el que cuenta el sujeto activo y al peligro que constituye para el agraviado. (Del voto de los 
Dres. Kauffman y Díaz). 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C JAIME, FRANCO EXEQUIEL – RECURSO DE CASACIÓN”    (Expte. 
Nº CJS 34.438/11) (Tomo 173: 315/326 – 27/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual con acceso carnal agravado por la guarda; valoración 
de la prueba y de las maniofestaciones de la víctima, sana crítica; sistema de libertad probatoria; derechos 
del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 369/380 vta.. 
DOCTRINA: En los delitos contra la integridad sexual, normalmente existen serias dificultades para desen-
trañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con sigilo y sibilinamente 
dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a hurtadillas precisamen-
te para no ser descubiertos.  
           En el supuesto contemplado por el artículo 119, párrafo 3º del Código Penal, el acceso carnal, que 
significa la introducción del órgano genital masculino en el cuerpo de la otra persona, implícitamente se refie-
re a penetraciones capaces de posibilitar una cópula sexual o un equivalente de ella, comprendiendo como 
modalidad comisiva otras formas de penetración diferentes de la vaginal. 
           La agravante del inciso b) del art. 119 del Código Penal no requiere de la convivencia de las perso-
nas, sino que es compatible con la solución de continuidad y con relaciones de más corta duración. La razón 
de la calificante por el vínculo está dada exclusivamente porque ello facilita la tarea del autor. 
           En nuestro sistema procesal rigen la libertad probatoria y la sana crítica racional. Ello implica, por un 
lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean 
cuales fueren los que se arrimasen a la causa para demostrar o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la 
facultad de valorarlos conforme a las reglas del recto entendimiento humano, sin sujeción a directivas o tasa-
ción alguna. le es dable al tribunal fundar su certeza a partir de aquellos elementos conducentes para el escla-
recimiento de la verdad y nada impide que un pronunciamiento condenatorio se sustente con el testimonio de 
la víctima, siempre y cuando, ésta sea objeto de un riguroso análisis y se expongan los aspectos que determi-
narán que le sea asignada credibilidad. 
           Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera 
del hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamen-
te evaluados. 
           Tratándose de un menor, lo esencial para no vulnerar el art. 19 de la Convención sobre los Derechos 
del Niño, es no adoptar criterios ceñidos en conceptos estancos, porque lo esencial es tutelar la integridad 
física y moral de un menor, no evaluar si el proceder depravado del que fue objeto tendía a satisfacer o no la 
libido del agresor sexual. 
           En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de 
bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferrais, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C CHOQUE, LUCAS RAMÓN JAVIER – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 34.732/11) (Tomo 173: 829/844 - 08 de marzo de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de amenaza con arma; Valoración de la prueba; certeza para conde-
nar; violencia de género. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 114/119. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de amenaza con arma, si el tribunal de juicio ha 
adquirido la certeza necesaria para condenar, en base a una apreciación inmediata de las declaraciones testi-
moniales prestadas en el juicio y, muy especialmente, de la percepción de tales manifestaciones orales que 
revelan la existencia del suceso fáctico, toda vez que los dichos del autor constituyen el mal futuro e inminen-
te que depende exclusivamente de su voluntad y reúne los requisitos de gravedad, seriedad y posibilidad, con 
potencialidad intrínseca suficiente para amedrentar, conducta desplegada además, mediante la utilización de 
un cuchillo tipo sierrita que aumenta su poder ofensivo e intimida a su destinatario. 

El delito de amenazas requiere que con voluntad libre se ejecuten actos tendientes a alarmar o infun-
dir temor en la víctima, aun cuando los dichos se vertieran en el acaloramiento de una riña o en una situación 
de ofuscación análoga, pues no es necesario que el autor obre con una especial finalidad de ánimo. 

El dolo del delito de amenazas es compatible con la subjetividad de quien anuncia un futuro mal des-
pués de protagonizar un altercado violento. De esta manera, no es un recaudo indispensable para la existencia 
del dolo de la figura del delito atribuido, que el autor quiera la conducta intimidante desde un plano de sereni-
dad. Una exigencia de tales características implicaría por un lado desconocer que la mayor parte de las ame-
nazas se vierten en estado de ofuscación y, por otro, supondría un premio para los intemperantes. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de esa naturaleza 



 

determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debili-
dad de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad 
de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un conven-
cimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los 
que revisten carácter neutro o favorable al encausado. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauff-
man, Posadas, Vittar y Catalano). 
                Se entiende por violencia contra las mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa 
o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en una relación desigual de poder, afecte su 
vida, libertad, dignidad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, como así también su 
seguridad personal. 

La violencia ha sido utilizada a través de los tiempos como un instrumento de dominio del fuerte so-
bre el débil, por lo que la violencia doméstica, en particular, ha dejado de verse como un problema privado a 
resolver en el seno de la propia familia, para ser considerado un problema que afecta a la sociedad en su con-
junto. 

Por violencia de género hay que entender todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las 
agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad. 

La amenaza es el anuncio (expreso o tácito) de un mal futuro, injusto, determinado y posible, depen-
diente de la voluntad del sujeto activo y susceptible de producir intimidación, intranquilidad de ánimo, inquie-
tud o zozobra en la amenazada y por ello debe valorarse como el posible inicio de una escalada de violencia, 
como riesgo futuro de violencia habitual o incluso de muerte. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C CANTEROS, JOSÉ DOMINGO – LESIONES LEVES, DAÑOS Y AME-
NAZAS CON ARMA EN CONCURSO REAL - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.148/11) (Tomo 173: 813/828 - 08 de marzo de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio calificado por el vínculo. Individualización de la pena, 
prisión perpetua, circunstancias extraordinarias de atenuación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 480/483 vta. 
 DOCTRINA: Es ajustada a derecho la sentencia que condena al acusado a la pena de prisión perpetua por el 
delito de homicidio calificado por el vínculo, si el tribunal de juicio valoró que el accionar del imputado no 
correspondió a una reacción desencadenadora del homicidio, o a una conmoción anímica compatible con una 
disminución en la capacidad de comprender o dirigir un proceso, que en un determinado momento pudiera 
traducirse en “raptus” emocional que funcionara como provocador idóneo de descontrol, e igualmente consi-
deró la gravedad de su accionar, la intensidad del ataque, la frialdad puesta de manifiesto al desarrollar la 
acción en presencia de sus dos hijas menores, concordando lo dicho con el informe psiquiátrico. 
            No corresponde la atenuación de la pena impuesta a un homicida que contó con plenitud de capaci-
dad judicativa y de autocrítica, sin una clara causa motora del crimen en el momento del hecho, o una situa-
ción vital de excepción en la relación víctima-victimario. 
            Las circunstancias extraordinarias de atenuación se relacionan con los motivos que llevaron al autor 
a cometer el hecho. Cuando se alude a la motivación del accionar del autor, no debe perderse de vista que ésta 
se integra con una relación interactiva entre los estímulos externos y la situación puntual del causante en or-
den a sus reales posibilidades personales de motivarse en la norma penal frente a aquellos factores exógenos. 
(Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Posadas y Vittar). 
                Es plenamente válida la sentencia que condena a la pena de prisión perpetua, si el asesinato cometi-
do por el imputado terminó con la vida de su joven esposa de tan sólo treinta años de edad, madre de tres hijos 
menores, y se manifiesta como el final de un agudo cuadro de violencia de género intrafamiliar, prolongado 
en el tiempo a través de múltiples expresiones, como los golpes proferidos a la víctima en claros supuestos de 
tentativas previas de homicidio, que tardíamente obtuvieron su condena. 
            Tradicionalmente, el sistema internacional de protección y promoción de los derechos humanos ha 
incluido una cláusula de igualdad en todos sus instrumentos principales así como la prohibición de discrimi-
nar en el pleno goce y ejercicio de los derechos y libertades fundamentales. 
            La responsabilidad del Estado es central para una interpretación expansiva de los derechos humanos 
que busca incluir los derechos de las mujeres a la vida, libertad, seguridad personal y, por sobre todo, la inclu-
sión de aquéllas que son abusadas, física o psíquicamente por sus parejas, que se encuentran en una posición 
de dominación-sometimiento. La mujer víctima de violencia se siente “entrampada” en su relación sin poder 
tomar decisiones que pongan fin a su injusta situación de sometimiento. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.    DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C VIDAURRE, SANDRO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.072/11) (Tomo 173:13/30 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio en grado de tentativa, dolo directo; emoción violenta, 
exceso en la legítima defensa, presupuestos. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER lugar al recurso de casación interpuesto a fs. 487/491 vta.. 



 

DOCTRINA: El acusado es responsable del delito de homicidio simple en grado de tentativa, si el tribunal 
tuvo por acreditado que el imputado arribó al lugar del hecho y tras advertir la contienda entre su hermano y 
la víctima, decidió intervenir en la pelea tomando por detrás al damnificado en forma sorpresiva para luego 
propinarle heridas de gravedad con un elemento punzo cortante y, de no ser por la rápida intervención de uno 
de los testigos que los separó y trasladó a la víctima al hospital local, el desenlace fatal hubiera sido inevita-
ble. 
           El dolo requerido para el delito de homicidio en grado de tentativa es el directo, que trasunta la in-
tención o propósito de realizar un acto que produzca la muerte de otro, adoptando el autor una conducta posi-
tiva o negativa en desprecio a la posibilidad de un menoscabo al bien jurídico, vida humana. 
           No cabe admitir una concepción de la emoción violenta que la entienda configurada en cualquier 
estado de indignación, sino que se exige un grado de intensidad idóneo para alterar el dominio del sujeto y 
que no llegue a eliminar su voluntad. 
          El estímulo que propone la defensa, que consistiría en una supuesta pelea desigual y desleal en contra 
de su hermano discapacitado no posee la entidad requerida y carece de aptitud para incitar los sentimientos 
del autor al punto exigido por la atenuante del exceso en la legítima defensa si no actuó inicialmente en legí-
tima defensa, por lo que mal puede haberse excedido de ella, toda vez que la aplicación de esa causal de ate-
nuación exige, como presupuesto indispensable de aplicación, que el accionar que a la postre se torna delicti-
vo se haya iniciado con una actividad inicialmente lícita que luego se desvíe del cauce de la razón justificante.  
          La apreciación del tribunal cubre debidamente la exigencia de motivación de la sentencia, mediante 
un análisis plenamente ajustado a la lógica, si descartó de manera razonada la concurrencia de los elementos 
subjetivos y objetivos que pudieran indicar el exceso en la legítima defensa, y en base a las pruebas colectadas 
en la causa tuvo la certeza de que el acusado obró con dolo directo de matar. 
         La disminución de la pena prevista en el art. 44, 1er. párrafo del Código Penal implica reducir un 
tercio del mínimo y la mitad del máximo de la escala penal establecida en abstracto para el delito tentado. 
         Es justa la pena impuesta, si además de la gravedad de los hechos, el tribunal de juicio ponderó, en 
relación al imputado, su juventud, su grado de instrucción, su falta de antecedentes computables, la situación 
social y laboral en que desenvuelve su vida, la naturaleza de la acción desplegada, la magnitud del injusto y la 
contrariedad de su conducta con el orden jurídico, y en el contexto de la escala penal aplicable al delito endil-
gado, el monto se encuentra muy próximo al mínimo de esa escala. (Del voto de los Dres. Vittar, Díaz, 
Kauffman, Catalano, Cornejo, Ferraris y Posadas). 
               Es responsable el imputado del delito de homicidio en grado de tentativa, si las heridas punzo-
cortantes en áreas con compromiso vital, como significa lesionar el abdomen con un arma blanca sólo pueden 
ser ponderadas como una intención homicida, aunque no causaron la muerte de la víctima, por lo que la sen-
tencia se encuentra fundada no en la sola voluntad de los jueces de la causa sino en la prueba producida. 
            Ese accionar, que aparece voluntario y ejecutado con un medio que podría razonablemente producir 
la muerte, aunque haya excedido su propósito expresado de no matar, debe responder al homicidio en grado 
de tentativa si los efectos pueden ser mortales. 
            El medio utilizado resulta idóneo para producir la muerte, porque el cuchillo utilizado posee la sufi-
ciente capacidad vulnerante para que sea eficiente la agresión. El propósito homicida puede inferirse a partir 
de las características del arma empleada y de las heridas causadas. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, 
Ferraris y Posadas). 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C JUÁREZ, NELSON SEBASTIÁN; JUÁREZ, WILFREDO RAFAEL – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.750/11) (Tomo 173: 01/12 – 04/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio en ocasión de robo, agravante del art. 165 del Código 
Penal, coautor; principios “non bis in idem” y “reformatio in peius”. Excusación, anterior intervención de 
una magistrada del tribunal de juicio como fiscal de acusación. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 2110/2118 
vta., 2138/2144 y 2163/2166 vta.  
DOCTRINA: La sentencia que condena a los acusados como coautores del delito de homicidio en ocasión del 
robo es plenamente válida, si la historicidad del hecho juzgado surge indubitable y la valoración probatoria 
efectuada por el tribunal aparece razonable y completa, toda vez que los jueces relacionaron las diversas tes-
timoniales y asignaron especial relevancia a los careos practicados en el debate y el resultado muerte debe ser 
atribuido a todos los partícipes, como obra colectiva de carácter circunstancial y más o menos fortuito, impu-
table a su accionar delictivo en calidad de coautores que obraron de común acuerdo en la etapa propiamente 
ejecutiva del delito. 
            La coautoría abarca tanto a los que cometen actos típicamente consumativos como a quienes cum-
plen actos que ayudan o los complementan. Requiere, subjetivamente, el ánimo de obrar en común, mientras, 
objetivamente, el coautor puede intervenir en forma igual a otros sujetos o por una división de funciones. 
            La agravante del artículo 165 del Código Penal procede siempre que entre los atentados contra la 
vida y la propiedad no exista unidad de designio o determinación, es decir, cuando la muerte adviene como 



 

resultado accidental o eventual de la empresa criminal ejecutada. El dolo directo de matar traslada la califica-
ción de la conducta al artículo 80 inciso 7º del Código Penal. 
            No existe conculcación de la garantía “non bis in idem” porque se anule el primer fallo y se reenvíe 
la causa a otro tribunal que dictó un segundo pronunciamiento, dado que la sentencia anulada carece de efec-
tos y no puede considerarse que al dictarse una nueva, haya dos fallos que juzguen el mismo hecho pues hay 
sólo uno que puede considerarse válido. 
            La garantía de la doble instancia judicial no se encuentra dirigida exclusivamente a quien resulta 
imputado del delito, sino también a otras partes legalmente constituidas en un proceso penal 
            A falta de recurso acusatorio se prohíbe al tribunal “ad quem” intensificar en perjuicio del imputado 
los efectos gravosos de la resolución impugnada, a fin de evitar que el justiciable se abstenga de interponer un 
recurso por temor a ser penado de un modo más severo en la instancia siguiente. Por el contrario, mediando 
recurso acusatorio el tribunal superior queda habilitado para agravar la pena impuesta en la instancia inferior. 
           La “reformatio in peius” opera en la etapa impugnativa del proceso penal y dentro del marco de un 
mismo proceso. En consecuencia, el principio no puede ser invocado respecto de una sentencia anulada para 
limitar la potestad jurisdiccional del tribunal emisor de una nueva sentencia, pues la nulidad declarada extin-
gue la eficacia y la validez jurídica del fallo revocado e impide considerar la solución jurídica dada al caso, ya 
fuera ésta absolutoria o condenatoria. El tribunal del reenvío no queda vinculado por los alcances resolutivos 
de la sentencia invalidada. 
             No se configura la causal de excusación prevista en el artículo 51 inciso 1º del Código Procesal Penal 
(texto según Ley 6345 y modificatoria) ni la violación de la garantía de imparcialidad por parte de una juez 
del tribunal por haber tenido intervención previa en el mismo proceso como funcionaria del Ministerio Públi-
co Fiscal, si en oportunidad de sustanciarse el primer juicio, que fuera anulado por la Corte, la vocal del tribu-
nal que entendiera en el segundo juicio se desempeñaba como fiscal de la Cámara de Acusación y, en tal 
carácter, únicamente se notificó, mediante firma y sello pertinente, del auto que dictara la Cámara de Acusa-
ción, sin formular dictamen, manifestación, petición u ofrecimiento alguno en la causa; de manera que se trató 
tan sólo de un acto procesal de comunicación que no revela una participación procesal comprometedora de la 
nota de imparcialidad que debe observar todo magistrado. 
          La motivación de la sentencia en cuanto a la imposición de la pena es suficiente, si el tribunal valoró 
al momento de imponerla las circunstancias que hacen tanto a la naturaleza del hecho como a la personalidad 
de los imputados, efectuó una apreciación equilibrada de las circunstancias del caso relativas a la magnitud 
del daño causado a la víctima y los motivos por los que los acusados delinquieron. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Catalano, Cornejo y Ferraris). 
               Si la defensora oficial no solicitó al momento de tomar intervención en la audiencia de debate que se 
aparte la magistrada que ya había intervenido como fiscal de cámara de acusación en el anterior juicio que 
fuera anulado, argumentando que recién había tenido contacto con el expediente, su petición posterior es 
improcedente porque la situación invocada no la libera de su carga procesal de estar presente durante el trans-
curso del juicio y de asistir en forma técnica al imputado mediante un correcto asesoramiento legal, tomando 
conocimiento anticipado de la causa y del imputado para preparar estrategias acordes al marco legal, para lo 
cual debió solicitar, luego de ser notificada sobre la intervención en la causa como defensora del acusado, la 
suspensión de la audiencia de debate para de esa forma articular una correcta actividad defensiva. 
           Son coautores los que correalizan la ejecución del hecho en distintos papeles o funciones, de forma 
que sus aportes al mismo completan la total realización del tipo y responden por el todo. 
           Cada uno de los coautores tiene en sus manos el dominio del hecho a través de su función específica 
en la ejecución del suceso total, porque como el plan concreto incluye su aporte, si él no hace su parte el 
hecho fracasa. 
           La determinación de la pena supone un complejo de decisiones relativas a diferentes cuestiones, lo 
cual implica una serie de operaciones intelectuales que se realizan en diferentes niveles. (Del voto de los Dres. 
Kauffman y Vittar). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ROMANO, MARIO FERNANDO; GÓMEZ, DAMIÁN NICOLÁS; 
GÓMEZ, ROBERTO NICOLÁS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.837/11) (Tomo 173: 655/700 – 8/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de hurto. Absolución; valoración de la prueba, sana crítica. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 136/138.  
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la sentencia que absuelve al acusado del delito de hurto de una motocicleta 
por aplicación del principio de la duda, si la única prueba de cargo producida en el debate no encuentra sus-
tento en otras constancias documentadas y, por ende, carece de eficacia por sí sola para fundar un pronuncia-
miento condenatorio. 
           La sentencia definitiva, para ser válida, debe fundarse en los elementos de convicción producidos en 
la audiencia de debate o incorporados en ese acto, en los casos y bajo los presupuestos que exige la ley proce-
sal. Esa regla es un corolario de los principios que informan al juicio oral y, como tal, resulta absolutamente 
aplicable al Procedimiento Sumario y Juicio Correccional; máxime cuando ese sistema carece de una etapa 



 

preparatoria o de investigación procesal y, en tanto, los datos recolectados por la policía bajo la dirección del 
Fiscal constituyen fuente de prueba y no medio de prueba. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo, Ferra-
ris, Kauffman, Posadas y Vittar). 
               Corresponde dejar sin efecto la sentencia que absuelve al acusado del delito de hurto de una motoci-
cleta, si obró por parte del tribunal un apartamiento de las reglas del régimen de prueba legal, desde que pres-
cindió de valorar que la declaración del menor que imputó directamente al acusado, lo que resultaba determi-
nante para establecer la identidad del autor del hecho, ya que su imputación fue mantenida a lo largo de toda 
la investigación. 
          En nuestro ordenamiento procesal rigen el sistema de la sana crítica racional y de libertad probatoria, 
por lo que el tribunal no está sometido a las limitaciones o reglas del régimen de prueba legal, sino que debe 
formar convencimiento de acuerdo a las constancias de la causa y por aplicación motivada de los principios 
de la lógica, la psicología y la experiencia común. (Del voto del Dr. Díaz). 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C GARECA, RICARDO ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 34.465/11) (Tomo 173: 109/118 - 21 de febrero de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de hurto calificado. Individualización de la pena, imputado menor de 
edad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 262/274. 
DOCTRINA: La sentencia que condena al acusado por el delito de hurto calificado es plenamente válida si en 
sus fundamentos el tribunal de juicio ha cumplido con una ponderación completa de las pruebas, ha extrema-
do la consideración de los aspectos relevantes del caso sopesando las declaraciones del imputado con los 
informes pertinentes y ha reparado especialmente en la condición de menor que tuviera el imputado al mo-
mento de cometer el delito. 
           Es justa la pena impuesta, si el juzgador al momento de determinar e individualizar la sanción co-
rrespondiente efectuó el juicio de necesariedad punitiva que establece el artículo 4º de la Ley 22278, la redujo 
en función de la disminución legalmente dispuesta para los supuestos de tentativa, atento la minoridad del 
autor del hecho al tiempo de cometerlo y concluyó positivamente en la conveniencia de establecer su cum-
plimiento efectivo, de acuerdo a las constancias de la causa y al concreto juicio de reprochabilidad y peligro-
sidad que el autor demostró con la comisión de la infracción sancionada. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris. Kauffman. DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MAMANÍ, PABLO ROBERTO - RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. 
N° CJS 35.116/11) (Tomo 173: 619/626 – 06/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de hurto en grado de tentativa; proceso sumarísimo, flagrancia, dere-
cho de defensa en juicio. Nulidad procesal, improcedencia. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 135/140.  
DOCTRINA: Las disposiciones legales, máxime cuando forman parte de un cuerpo orgánico, deben ser inter-
pretadas sistemáticamente, como partes de un todo que goza de coherencia y se encuentra necesariamente 
limitado por específicos preceptos de orden constitucional que no pueden ser alterados ni desconocidos. 
           El proceso sumarísimo incluido en el nuevo Código Procesal Penal, previsto para los casos de fla-
grancia, debe ser aplicado de modo que se respetan las premisas básicas de acusación, defensa, prueba y sen-
tencia dictada por los jueces naturales. 
           Ninguna nulidad puede tener un fin en sí mismo y esta grave sanción debe obedecer siempre a la 
existencia de un interés, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la demostración de que median-
te ella la parte experimenta un perjuicio. 
           No corresponde declarar la nulidad de la etapa preliminar y de los actos dictados en consecuencia, si 
la indefensión alegada por la defensa no es tal y aún cuando no se otorgó una oportunidad específica para ello 
ofreció pruebas, por lo cual, pese a los defectos que apunta no se ha causado de modo material, concreto y 
verdadero, una lesión al nulidicente. 
            La individualización de la pena practicada por el tribunal de juicio que condenó al acusado por el 
delito de hurto en grado de tentativa no posee defectos que avalen su modificación, si encuentra fundamento 
en un hecho culpable y las anteriores condenas han sido ponderadas únicamente a efectos de determinar la 
medida de la sanción y de acuerdo a los fines de prevención especial que ésta persigue, en relación a los cua-
les el instituto de la reincidencia no merece objeción constitucional. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, 
Catalano).      
              Es responsable el imputado del delito de hurto en grado de tentativa, si el tribunal de juicio encontró 
acreditado que en el hecho fue determinante y predominó la intención e inconducta del acusado al tratar de 
apoderarse de las dos camperas que se le secuestraron, lo que surge de la descripción de los testigos y las 
demás pruebas incorporadas a la causa. 
            El procedimiento sumarísimo para el caso de delitos “in infraganti” se basa en la celeridad y el respe-
to de toda garantía constitucional y señala, entre otros derechos el de ofrecer pruebas. 



 

            Es improcedente el planteo de nulidad de la sentencia efectuado por la defensa técnica del imputado 
el día del juicio, cuando no había cuestionado previamente la resolución que rechazó el recurso de reposición, 
a lo que se suma que no se encuentra afectada ninguna garantía constitucional  pues la facultad que tenían el 
imputado y su defensa de ofrecer pruebas en el proceso sumarísimo era conocida por ellos y debieron comen-
zar a articular la correspondiente estrategia para presentarlas en la audiencia de debate. 
            Es justa la pena impuesta, si el tribunal valoró dentro de la escala penal que el delito fue en grado de 
tentativa y tomó como factores pertinentes para su decisión el resultado dañoso, la flagrancia y los anteceden-
tes condenatorios del imputado. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: 
“C/C NÚÑEZ, SEBASTIÁN ADRIÁN IVÁN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.762/12) (Tomo 173: 945/958 – 12/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones culposas, accidente de tránsito, conducción antirreglamen-
taria de vehículo automotor; prioridad de paso del peatón en las intersecciones de calles.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 334/340 vta. . 
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que condena al acusado por el delito de lesiones culposas en 
accidente de tránsito, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado que en la intersección de una avenida y una 
calle embistió a una menor de edad con su vehículo automotor afectado al servicio de remis, causándole las 
lesiones que surgen del certificado médico y además, de las declaraciones de los protagonistas prestadas en la 
audiencia de debate surge el actuar negligente del imputado, quien condujo sin la debida atención y sin tener 
el control de su rodado. 
           La eventual culpa de la víctima, de existir, no exceptúa la responsabilidad penal, salvo que se presen-
te preponderante en el acontecer causal. 
           Todo conductor debe estar atento al cruce de peatones en las intersecciones de calles, que comprende 
un sector de “seguridad”, demarcado o no, donde debe ceder el paso al peatón y tal obligación no puede con-
siderarse cumplida con la mera advertencia de circulación mediante un toque de bocina. 
           El primer deber del conductor consiste en conservar el dominio sobre la máquina que comanda y la 
imprudencia de quienes se interponen en su trayectoria no justifica el actuar culposo de quien guía el auto-
móvil, puesto que esa circunstancia constituye un riesgo común inherente al tránsito y, por lo mismo, todo 
conductor de un rodado automotor está obligado a permanecer atento a las evoluciones de la circulación. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C NIEVA, REIMUNDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 
35.374/12) (Tomo 173: 119/126 – 21/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado, imputado menor de edad. Individualización de la 
pena, motivación de la sentencia. Condena efectiva y de ejecución condicional.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 276/281.  
DOCTRINA: En la dimensión valorativa del acto racional de individualización de la pena confluyen elemen-
tos de carácter objetivo, dirigidos a especificar la magnitud del injusto cometido –circunstancias referidas al 
delito- y elementos subjetivos necesarios para establecer la culpabilidad y peligrosidad del autor –
circunstancias referidas al autor y a las modalidades particulares del delito. 
           La motivación de la sentencia en cuanto a la imposición de la pena al imputado menor de edad es 
suficiente, si el tribunal efectuó el juicio de necesariedad punitiva que establece el artículo 4º de la ley 22278 
y concluyó positivamente no sólo respecto de la necesidad de aplicar una pena en el caso juzgado, sino tam-
bién de la conveniencia de establecer su cumplimiento efectivo; y valoró al momento de imponerla las cir-
cunstancias que hacen a la naturaleza del hecho, a la personalidad del imputado y los aspectos relevantes del 
caso, tales como la magnitud del daño causado a la víctima, los motivos por los cuales el imputado delinquió, 
su educación, su formación intelectual y moral, el ambiente material y la situación socio-económica. (Del 
voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano,  Ferraris y Kauffman). 
                La condenación condicional sólo procede si se trata de la primera condena impuesta a la persona 
como autor o partícipe de un delito. La condena es la primera si lo es en orden al tiempo que se dictó la perti-
nente sentencia. Su prioridad no atiende, por lo tanto, al tiempo de comisión del delito juzgado. 
           La regla es la prisión efectiva y la condicionalidad lo extraordinario.  
           La condicionalidad de la pena no es una obligación del juez en casos de penas menores de tres años, 
sino una facultad que debe ser mensurada en cada caso.  
           La Ley 22278 confiere al juez de menores -en su artículo 4º inciso 3º- la facultad y no el deber de 
ponderar la necesidad de la pena, y la posibilidad de absolverlo o aplicarle una pena disminuida aun cuando 
haya comprobado la responsabilidad penal del menor por el hecho investigado. 
           La sentencia cuenta con debida motivación si al imponer la pena el tribunal realizó la reducción 
prevista en la ley 22278 siguiendo la escala de la tentativa sin desconocer la minoridad del imputado en el 
momento del hecho. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris). 



 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C REYNAGA, JORGE ALEJANDRO (MENOR); UNCO, ROQUE JAVIER; DÍAZ, 
LUIS ALBERTO; VALENTÍN, LUIS ANDRÉS - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 34.928/11) (Tomo 173: 1057/1068 – 12/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de arma en despoblado y en banda. De-
comiso de vehículo automotor.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 5420/5424 
vta. y 5427/5431 vta. . 
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que dispone el decomiso y remate de un vehículo automotor 
de propiedad de quien fue condenado como partícipe primario en el delito de robo calificado por el uso de 
arma en despoblado y en banda, si el tribunal encontró acreditado a partir de las constancias de la causa que 
dicho vehículo fue efectivamente empleado por los condenados para la comisión de los delitos ya juzgados y 
que el dinero también decomisado fue el producto mal habido de la empresa criminal. 
           El decomiso es una pena para los condenados como participantes en el delito, cualquiera que sea la 
especie de esa participación, que recae sobre los objetos que les pertenecen, por lo cual es indiferente que el 
condenado sea autor o partícipe, y que el objeto haya servido a todos o sólo a alguno de los intervinientes. 
 TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C STUPP, VALDECIR; RODRÍGUEZ OLIVEIRA, JORGE ALDAIR; 
FRANZON, JAVIER ANTONIO; ROJAS, JOSÉ LUIS; ALMARAZ, JUAN OMAR; 
FALKOWSKI, GILBERTO; RINGEL, GERMÁN GUSTAVO; PEREYRA GARSKE, 
ALESSANDRO; GÓMEZ, WALTER RENE – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 32.202/09) (Tomo 173: 177/186 – 21/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de usurpación de propiedad; ejercicio de facultades que permiten la 
ocupación del inmueble. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 127/131.  
DOCTRINA: El delito de usurpación de propiedad es de comisión instantánea y requiere del poseedor o tene-
dor cualquier acto que demuestre su intención positiva de mantenerse en esa situación. 
           Es plenamente válida la condena por el delito de usurpación de propiedad, si el tribunal de juicio 
encontró acreditado que la acusada ingresó de forma clandestina al inmueble que era ocupado por el denun-
ciante, poseedor por la autorización otorgada por el Instituto Provincial de la Vivienda y que había quedado 
sin ocupantes porque el damnificado fue trasladado como personal de Gendarmería Nacional, lo que apro-
vechó la imputada para ingresar. 
           La norma del artículo 181 inciso 1º del Código Penal protege mucho más que el dominio del inmue-
ble, pues abarca también el ejercicio de facultades originadas en cualquier derecho que se tenga sobre él, sin 
que sea necesario un contacto físico permanente, ya sea que procedan de algún derecho real o de las relacio-
nes que permitan su ocupación total o parcial. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Posadas, Vittar y 
Catalano). 
               La motivación de las resoluciones es una garantía exigible en la administración de justicia, para los 
ciudadanos inmersos en procesos judiciales o administrativos, en el marco de una sociedad democrática.  
           Corresponde declarar nula la sentencia si la individualización de la pena en la parte dispositiva care-
ce de fundamento lógico y no contradictorio respecto de lo fundado por el tribunal sentenciante. (Del voto de 
la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C LUNA, SOFÍA ÁNGELA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.589/11) (Tomo 173: 783/798 – 08/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Extemporaneidad del planteo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
2660/2663. 
DOCTRINA: El plazo para interponer el recurso de casación debe contarse desde el acto de lectura de funda-
mentos de la sentencia, y conforme lo dispone el artículo 405 del Código Procesal Penal (texto según Ley 
6345 y modificatorias), vale como notificación suficiente de las partes, lo que equivale a decir que no será 
necesaria ninguna otra forma de notificación. 
           Debe declararse formalmente inadmisible el recurso de casación por extemporáneo, si fue presentado 
cuando había trascurrido el término otorgado por los artículos 472 y 159 del Código Procesal Penal (texto 
según Ley 6345 y modificatorias). (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferra-
ris). 
               Corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto por extemporáneo, si fue presentado fuera 
del plazo de gracia previsto en el artículo 159 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificato-
rias). (Del voto de la Dra. Kauffman). 



 

TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C YURQUINA, SEBASTIÁN GUSTAVO Y OTROS - RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.287/12) (Tomo 173: 1015/1022 – 12/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; resolución que declara mal concedido el recurso de 
apelación, archivo de las actuaciones; doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la inadmisibilidad formal del recurso de casación interpuesto a fs. 
185/190. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible el recurso de casación, si la resolución que se pretende revertir 
declaró mal concedido el recurso de apelación interpuesto en subsidio de nulidad, contra la resolución que 
ordenó el archivo de las actuaciones a pedido de la agente fiscal, fundado en que el hecho denunciado no 
constituye delito. 
           Si el denunciante se presentó como querellante, pero posteriormente se dispuso el archivo de las 
actuaciones, al no existir requerimiento de juicio, no existe un proceso penal y en ese contexto el pretenso 
querellante no se encuentra comprendido entre las personas habilitadas para interponer recurso de casación. 
           El archivo de las actuaciones ordenado de conformidad a lo dispuesto por el artículo 191 del Código 
Procesal Penal, que fue apelado ante el tribunal de impugnación y posteriormente clausurada la etapa apelati-
va no causa estado, y en la causa se encuentra cumplida la exigencia de la doble instancia en virtud de la es-
pecífica intervención de ese tribunal. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAU-
SA: “CHAMORRO, JOSÉ FERNANDO S/DENUNCIA – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. N° CJS 35.334/12)  (Tomo 173: 627/632 – 06/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Resolución que rechaza el recurso de apelación y 
confirma el sobreseimiento; doble instancia; falta de adecuada fundamentación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 
418/420. 
DOCTRINA: Corresponde declarar formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la 
resolución que rechaza el recurso de apelación y confirma el sobreseimiento del imputado, si en la causa se 
encuentra cumplida la exigencia de la doble instancia en virtud de la específica intervención del tribunal de 
apelación, máxime porque el recurso de apelación, por su propia naturaleza procesal, habilitó a dicho tribunal 
a revisar los hechos, la prueba y la viabilidad jurídica del sobreseimiento dictado. 

Es inadmisible el recurso de casación si el recurrente no ha satisfecho adecuadamente la carga proce-
sal de adecuada fundamentación, en tanto no refuta de manera ordenada y atendible los capítulos de la resolu-
ción que pretende revertir y se limita a reproducir un conjunto de conceptos ya tratados y resueltos. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C MOLINA, ALBERTO CÉSAR – RECURSO DE CASACIÓN”(Expte. N° 
CJS 35.611/12) (Tomo 173: 93/100 – 21/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal. Suspensión del juicio a prueba, perentoriedad del 
plazo para solicitar el beneficio. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR FORMALMENTE INADMISIBLE el recurso de casación inter-
puesto a fs. 200/202. 
DOCTRINA: Es formalmente inadmisible por extemporáneo, el recurso de casación presentado por la defen-
sa contra de la resolución que deniega el beneficio de suspensión del juicio a prueba a favor del imputado, si 
no se cumple lo establecido en el artículo 281 bis del Código Procesal Penal que expresamente establece que 
la oportunidad para solicitar la suspensión del juicio a prueba es a partir del decreto de citación a juicio y 
hasta el tercer día de notificado el decreto de audiencia de debate. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: "C/C VIVEROS, GUSTAVO ARIEL - RECURSO DE CASACIÓN”  (Expte. N° 
CJS 35.722/12) (Tomo 173: 701/706 – 08/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lesiones culposas, accidente de tránsito; absolución; falta de certeza sobre un 
aporte concreto del acusado y violación de su deber de diligencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 103/107 y 
118/122. 
DOCTRINA: Corresponde absolver al acusado del delito de lesiones culposas, si de las constancias de la 
causa surgen determinados elementos de convicción, como el que indica el sector de la intersección de calles 
en donde tuvo lugar la colisión, conforme el croquis y fotografías, que corrobora la versión del acusado acerca 
de que ya había empezado a trasponer la arteria, circunstancia que permite colegir el concreto aporte de la 
víctima en la producción del evento, e impide afirmar si el imputado actuó inobservando un deber de cuidado, 



 

sea mediante la conducción imprudente, negligente, inexperta o antirreglamentaria, o que tuvo la posibilidad 
de evitar el desenlace más allá del riesgo permitido.  
         Un accidente de tránsito puede tener múltiples causas pero hace al deber del juez, a la hora de moti-
var una sentencia frente a la imputación de un delito culposo, buscar si entre los factores esenciales que de-
terminaron la producción del hecho se encuentra un aporte concreto del acusado, asociado a la violación de su 
deber de diligencia. 
           En materia penal la culpa es juzgada rigurosamente y no se admite en caso de duda. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C ACEVEDO, RAÚL EDUARDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 34.701/11) (Tomo 173: 741/748 - 08 de marzo de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Nulidad de la sentencia. Integración del tribunal de juicio de modo ilegítimo, 
principio del juez natural.   
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la nulidad de la sentencia de fs. 301 y vta., cuyos fundamentos 
obran a fs. 309/317 vta. y ordenar que bajen los autos a la Cámara en lo Criminal del Distrito Judicial Tarta-
gal, para que previa integración con otros miembros en el orden impuesto por la Ley Orgánica de la Justicia 
Penal, celebre una nueva audiencia de debate y dicte sentencia en consecuencia. 
DOCTRINA: Corresponde declarar la nulidad de la sentencia, si el tribunal de juicio fue integrado con un 
juez que no correspondía y, constituido de ese modo ilegítimo el tribunal, se celebró la audiencia de debate, 
por lo cual la sentencia no ha sido dictada por los jueces naturales de la causa y, tratándose de una cuestión de 
orden público indisponible e improrrogable, el ilegítimo reemplazo practicado escapa al consentimiento de las 
partes, causando un vicio al proceso conminado con nulidad de orden general y absoluta. 
           La Ley Orgánica de la Justicia Penal instituye la competencia del fuero penal, tanto por razón del 
territorio como de la materia, y regula el régimen de reemplazos y sustituciones de cada uno de los tribunales 
bajo previsiones expresas e improrrogables; preceptos de orden público que, establecidos de forma escrita y 
previa, en uso de atribuciones legislativas y mediante el instrumento constitucional apto, concretan la garantía 
y designan -todos- al juez natural de la causa. (Del voto de los Dres. Ferraris, Posadas, Vittar y Catalano). 
                Ante la imposibilidad de integrar el tribunal de juicio por diferentes razones concernientes a cada 
uno de los jueces llamados al efecto, al no haberse cuestionado por ninguno de los interesados la participación 
en el mismo de la jueza en lo civil, ello no puede acarrear la nulidad de oficio de la sentencia dictada, sin 
incurrir en un excesivo rigor formal. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.    DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: 
“C/C ELEUTERIO, GUILLERMO ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 33.574/10) (Tomo 173: 977/996 – 12/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; necesidad de verificar causal de interrupción 
del plazo mediante informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 91/92 vta. y, 
ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccional de Garantías y de Menores de Segunda Nominación del 
Distrito Judicial de Orán a fin de que proceda a constatar, mediante informes actualizados del Registro Nacio-
nal de Reincidencia, la existencia o no de sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la 
acción penal y resuelva en consecuencia. 
DOCTRINA: La prescripción de la acción es de orden público y se produce de pleno derecho por el transcur-
so del plazo pertinente. Puede declararse de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en 
forma previa a cualquier decisión. 
           Corresponde suspender el trámite del recurso de casación si de las constancias de la causa surge que 
el plazo de prescripción se encuentra cumplido, por lo cual corresponde que el tribunal de origen proceda a 
constatar, mediante informes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia, la existencia o no de sen-
tencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción penal y resuelva en consecuencia. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C ARIAS, EDGAR ARIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.513/11) (Tomo 173: 101/108 – 21/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal; plazo razonable de duración del proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 60/63.  
DOCTRINA: Es ajustada a derecho la resolución que no hace lugar al planteo de prescripción de la acción, si 
en la causa ha existido una adecuada progresión en el desarrollo del proceso, advirtiéndose la existencia de 
planteos recursivos, los cuales produjeron una demora normal en el trámite del expediente. 
           Los principios de progresividad y preclusión obedecen al imperativo de satisfacer una exigencia 
consustancial con el respeto debido a la dignidad del hombre, cual es el reconocimiento del derecho que tiene 
toda persona a liberarse del estado de sospecha que importa la acusación de haber cometido un delito, me-
diante una sentencia que establezca, de una vez y para siempre, su situación frente a la ley penal. 



 

           La aplicación de las disposiciones legales sobre prescripción contenidas en el Código Penal no puede 
llevarse a cabo de manera irracional, conculcando el derecho a ser juzgado en un plazo razonable que consa-
gran los tratados internacionales de jerarquía constitucional. 
           El concepto de plazo razonable no resulta de sencilla definición y para establecer un lapso preciso 
que constituya el límite entre la duración razonable y la prolongación indebida de un proceso, es necesario 
examinar las circunstancias particulares de cada caso. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C PALAVECINO, MIGUEL ADOLFO – RECURSO DE CASACIÓN” (Ex-
pte. Nº CJS 35.221/12) (Tomo 173: 761/768 – 08/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal, procedimiento sumario, actos interruptivos. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 345/346 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto el sobreseimiento dispuesto en la resolución de fs. 318 y vta. y ordenar que bajen los 
autos al Juzgado Correccional y de Garantías y de Menores de Segunda Nominación del Distrito Judicial 
Tartagal a fin de que proceda a constatar mediante informe actualizado del R.N.R. la existencia o no de una 
condena por otro delito que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en conse-
cuencia. 
DOCTRINA: En el procedimiento sumario, además de la comisión de otro delito, únicamente interrumpen el 
curso de la prescripción el requerimiento acusatorio y el decreto de citación a juicio. 
           Si de las constancias de la causa surge que el plazo de prescripción de la acción se ha cumplido pero 
sin embargo, el informe del Registro Nacional de Reincidencia resulta desactualizado y no alcanza para des-
cartar la posible comisión de otro delito durante el lapso a que la ley de fondo supedita la extinción de la ac-
ción penal, ello conduce a hacer lugar al recurso de casación interpuesto, a dejar sin efecto el sobreseimiento 
impugnado y ordenar que bajen los autos al juzgado de origen a fin de que proceda a constatar, mediante 
informes actualizados, la existencia o no de una condena por otro delito que haya interrumpido la prescripción 
de la acción penal y dicte resolución en consecuencia. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y 
Ferraris). 
                Corresponde rechazar el recurso de casación interpuesto contra la resolución que dispuso el sobre-
seimiento del acusado por prescripción de la acción penal, si a la fecha de haber resuelto el tribunal de juicio 
la acción ya había fenecido. 
         Con la reforma introducida por la ley 25990 al Código Penal, los actos interruptivos de la prescrip-
ción deben ser interpretados como taxativos y se han limitado notablemente los supuestos de interrupción, 
decidiendo en consecuencia cuáles son los actos más trascendentes de cada etapa que evidencian una trans-
formación cualitativa en la imputación que merece recibir el efecto analizado. 
         Debe entenderse como acto interruptivo de la prescripción el decreto de citación a juicio, atento a 
que es el que toma impulso hacia la etapa del juicio oral. Distinto es el decreto que cita para audiencia de 
debate, al que la ley no prevé como acto interruptivo de la prescripción, sino que resulta un mero acto proce-
sal para llevar adelante la actividad decisoria propiamente dicha. (Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“VALLEJO, SANTOS DOMINGO –RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.310/12)  (Tomo 173: 1069/1076 – 12/marzo/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Resolución que revoca el beneficio de la suspensión del juicio a prueba. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 120/123. 
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la resolución que revoca el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, si 
el acusado omitió observar una de las condiciones fijadas que permitía satisfacer el interés de la damnificada, 
que era la hija del obligado, y la magnitud de la inobservancia demuestra que en el periodo de prueba no des-
arrolló una conducta acorde a los parámetros que rigen el beneficio y ello perduró sin aclaraciones o justifica-
ciones oportunas, por lo cual no encuentra excepción válida en las defensas formuladas mucho tiempo des-
pués, pese a que ya se había celebrado una audiencia al respecto, en cuyo seno el imputado, amén de presentar 
certificados médicos se comprometió a subsanar las omisiones ya ocurridas, lo cual tampoco respetó. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C FLORES, ADRIÁN RENÉ – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.915/11) (Tomo 173: 251/256 – 25/febrero/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento; falta de intervención del acusado en el proceso; plazo razo-
nable de duración del proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 210/214 y, en su méri-
to, disponer que el sobreseimiento dictado a favor de Víctor Adrián Díaz de fs. 201/206 vta. lo es por el hecho 
acusado a fs. 163/164 vta. subsumido, en ese acto, en los arts. 84, 2º párrafo; 94, 1º párrafo y 54 del C.P.. 
DOCTRINA: Corresponde sobreseer al acusado del delito de homicidio culposo en accidente de tránsito, si 
los actos procesales fueron realizados sin la intervención de la defensa técnica del acusado y su persona, ex-



 

cediendo con creces los plazos procesales ordenados sin razón y en demérito al propósito final de toda activi-
dad procesal, que se traduce en actuar con la correcta diligencia y premura. 
           La garantía constitucional del acusado de ser juzgado en un plazo razonable trae aparejada la finali-
dad de poner coto a la duración excesiva de los procesos en virtud del respeto a la dignidad del hombre acu-
sado que se encuentra en un hábitat de incertidumbre sobre la situación procesal que pesa sobre él, y afianzar 
la justicia, premisa expresada en el preámbulo de la Carta Magna. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas. Vittar, Catalano, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C DÍAZ, VÍCTOR ADRIÁN –RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.434/12) 
(Tomo 173: 1029/1040 - 12  de marzo de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Condiciones para que proceda un segundo 
pedido del beneficio.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 9/11 
DOCTRINA: El primer requisito para la viabilidad de la suspensión de juicio a prueba es la condición de 
primario del acusado a cuyo favor se solicita, es decir, se exige que el beneficiario no haya sido anteriormente 
condenado por un delito reprimido con pena privativa de libertad, conforme una interpretación armónica de 
los artículos 76 bis, cuarto párrafo y 26 del Código Penal, pues la suspensión del juicio a prueba es procedente 
en los mismos supuestos en que procede la suspensión de la pena. 
           No corresponde conceder la suspensión de juicio a prueba si hasta el momento del hecho por el que 
viene acusado el imputado, no ha transcurrido el plazo fijado en el artículo 27 del Código Penal, de diez años 
por tratarse de delito doloso y, en caso de recaer condena, la misma no sería de cumplimiento en suspenso. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C ÁLVAREZ, NICASIO FELIPE – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 35.006/11) (Tomo 173: 
601/606 - 06 de marzo de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, ofrecimiento de reparación del daño, razona-
bilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 71/72 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 65/70 vta.  
DOCTRINA: Para que proceda el beneficio de suspensión del juicio a prueba el imputado debe ofrecer hacer-
se cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable; las modali-
dades de tiempo y forma propuestas deben, por un lado, partir de sus posibilidades y, además, ser proporcio-
nales a la entidad del supuesto daño producido, como objeto perseguido, su internalización con el damnifica-
do y el hecho que jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. 
     La razonabilidad del ofrecimiento debe ser ponderada por el juez, el cual no sólo debe valorar el 
“quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar en forma motivada si 
resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones de los posibles dam-
nificados. (Del voto de los Dres. Cornejo, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar). 
               No procede la suspensión del juicio a prueba si se encuentra incumplido el requisito de que el impu-
tado ofrezca hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea sufi-
ciente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado a la supuesta víctima, pues esta obligación procura 
brindarle una respuesta a través de alguna forma de desagravio. (Del voto del Dr. Catalano). 
                No procede la suspensión del juicio a prueba en los caos de delitos con pena de inhabilitación, en 
virtud de la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del art. 76 bis del Código Penal. (Del voto 
del Dr. Díaz). 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano   DOCTRINA: Dra. Galli    
CAUSA: “C/C HOYOS, JUAN MARCELO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUI-
CIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.355/12) (Tomo 173: 
799/812 – 08/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; omisión de dar intervención al damnificado 
directo del delito. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 18/21 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 12/15. 
DOCTRINA: La inexistencia de intervención del damnificado directo del delito en el trámite de la suspensión 
del juicio a prueba, vicia el procedimiento seguido e impone afirmar que el examen sobre el particular conte-
nido en la decisión impugnada contiene una falencia que impide calificarlo como derivación razonada del 
derecho vigente. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Ferraris, Kauffman, Posadas.    DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C LÓPEZ, RAMÓN ANTONIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 



 

PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.426/12) (Tomo 173: 1077/1084 – 
12/marzo/2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; revocación del beneficio.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 112/116 vta. 
 
DOCTRINA: Corresponde revocar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba si el acusado no observó 
las pautas de conducta ni ejecutó las obligaciones impuestas al concedérsele el beneficio, y pese a habérselo 
citado en reiteradas oportunidades no se presentó nunca para tratar de acordar una solución que le permitiera 
acatar las ordenes recibidas, demostrando una despreocupación por el proceso que permite deducir su volun-
tad de no cumplir con los deberes asumidos, lo que acredita la frustración de los fines perseguidos por el insti-
tuto. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.    DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CHINQUE, ENRIQUE – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.443/12) (Tomo 173: 537/544 - 05 de marzo de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; revocación del beneficio cuando ya había 
prescripto la acción. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 28/29 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto la resolución de fs. 26 y vta. y ordenar al Juzgado Correccional y de Garantías de 
Sexta Nominación que proceda de acuerdo a lo precisado en el considerando 6º del presente. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que revoca el beneficio de la suspensión del juicio a 
prueba, si al momento de su dictado la acción ya se encontraba extinguida por prescripción y, en consecuen-
cia, debió haberse dictado el sobreseimiento pertinente. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris, Kauffman.    DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: 
“C/C BARRERA, LAURA FABIANA – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 35.459/12) (Tomo 173: 963/968 - 12 
de marzo de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; valoración de las circunstancias del caso, 
motivación. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 10/13. 
DOCTRINA: El 4º párrafo del artículo 76 bis del Código Penal remite al instituto de la condena condicional, 
demostrando así la naturaleza del beneficio de la suspensión del juicio a prueba y al hacerlo, supedita su con-
cesión a las circunstancias del caso y establece que el tribunal podrá suspender la realización del juicio, lo 
cual implica una facultad del tribunal -y no un deber- que debe ser ejercida con debida motivación y de acuer-
do a los presupuestos del artículo 26 del Código Penal. 

Los jueces pueden denegar el pedido de suspensión del juicio a prueba en virtud de motivos jurídi-
camente atendibles y concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público, a efectos de adquirir la 
certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, como la gravedad del mismo, su califica-
ción definitiva y el reproche penal que concretamente cabría imponer. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: C/C 
MORALES, HUMBERTO GABRIEL - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.982/11) (Tomo 173: 87/92 - 19 de 
febrero de 2013) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sentencia que ordena el decomiso de un automóvil que pertenece a un tercero. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 1234/ 1239 vta. y, en su 
mérito, dejar sin efecto el punto II de la sentencia de fs. 1228/1229 y ordenar que bajen los autos a la Cámara 
Tercera en lo Criminal a fin de que proceda según lo indicado en el considerando 6º de la presente. 
DOCTRINA: No caen en el decomiso los instrumentos y efectos pertenecientes a un tercero no responsable 
penalmente por el delito, y aún cuando el vehículo hubiera sido utilizado para la comisión del delito que mo-
tivó la condena, corresponde disponer su devolución si el bien es propiedad de un tercero ajeno al hecho, al 
cual no se le puede vulnerar el derecho de propiedad por actos ilícitos cometidos por otra persona. 
           La imposición del decomiso exige como presupuestos fundamentales la utilización de la cosa para 
delinquir, la participación punible del dueño del bien y su concreto castigo penal, la condena. 
           Si en el título de dominio del automóvil secuestrado consta que el vehículo le pertenece, como bien 
propio, a la esposa del condenado, al tratarse de una cosa mueble registrable cuya titularidad le corresponde 
en exclusividad a una persona ajena al hecho delictivo materia de juzgamiento y distinta del condenado, no 
puede ser objeto de la pena accesoria de decomiso, cuyo carácter sancionatorio reside, precisamente, en la 
pérdida del dominio sobre un bien empleado por su titular para delinquir y su consiguiente traspaso al Estado. 
(Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Díaz y Kauffman) 



 

             El decomiso es una sanción accesoria de cualquiera de las penas principales previstas en el artículo 5º 
del Código Penal, posee carácter personalísimo y procede en sede penal contra el condenado como conse-
cuencia natural de la condena y sin distinciones de hecho o derecho entre la tenencia, posesión o el dominio, 
aspectos cuya discusión se encuentra reservada a otra instancia procesal. 
           No puede prosperar como defensa del condenado el invocado derecho de un tercero, ni evitar la impo-
sición de la pena accesoria de decomiso del automóvil, si la persona señalada como titular registral del vehí-
culo comisado posee un interés ajeno a la condena y, en todo caso, de estimarlo, puede ocurrir por la vía civil 
para hacer valer su pretensión. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C HERRERA, JUAN CARLOS; SOSA, EDUARDO VÍCTOR; VI-
LLARDÓN, DANIEL ALFREDO; GARCÍA, JUAN HIPÓLITO – RECURSO DE CA-
SACIÓN” (Expte. Nº CJS 31.024/08) (Tomo 173: 241/250 – 25/febrero/2013) 
 
RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD. Delito de abuso sexual con acceso carnal 
calificado en forma reiterada; acreditación de un sólo hecho; principio “in dubio pro reo”. Reincidencia. 
Inconstitucionalidad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fs. 
406/408 vta. II. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 406/408 vta. y, en su 
mérito, absolver a Gerardo Ismael Ramos respecto de un hecho de abuso sexual con acceso carnal agravado 
por la guarda (art. 119, 3er. y 4to. párrafo, inc. b) del C.P.), de conformidad con lo normado en el art. 4º del 
C.P.P. (texto según Ley 6345 y modificatorias) y confirmar el fallo en todo lo demás, disponiendo que la pena 
impuesta es a diez años de prisión efectiva. 
DOCTRINA: La condena se muestra excesiva en lo que respecta a la supuesta reiteración del hecho abusador 
indubitadamente acreditado, si el relato de la menor víctima, el examen médico y otras constancias de la causa 
confieren plena historicidad y certeza a un sólo hecho de abuso sexual con acceso carnal, en tanto que la posi-
ble consumación de otros ultrajes caería bajo las sombras inescrutables de la simple sospecha o la duda, por lo 
que, en ese contexto de incertidumbre en relación al segundo hecho, corresponde aplicar el principio de la 
duda y absolver al imputado.  
           El principio “in dubio pro reo” traduce una regla universal de linaje constitucional que es mandato 
inexorable para el juez, impuesto en resguardo de su imparcialidad y garantía para el imputado, erigida en 
respaldo de su declamada inocencia. 
           Es correcta la declaración de reincidencia del condenado si cumplió con anterioridad pena efectiva. 
           La reincidencia pone en evidencia una mayor peligrosidad social del delincuente y por ello, funciona 
como agravante de la pena. 
           No corresponde asimilar al caso de la reincidencia los fundamentos que informan la declaración de 
inconstitucionalidad de la llamada “reincidencia múltiple” (artículo 52 del Código Penal), pues los fundamen-
tos y efectos de aquélla (según modificación introducida mediante ley 23057) son claramente diversos respec-
to de los que asume esta última, porque no se traducen en una doble sanción y bajo ningún concepto equiva-
len a soportar una accesoria al margen del hecho culpable objeto de condena. Entonces,   el autor que ha expe-
rimentado el encierro que importa la condena, y a pesar de ello reincide, demuestra su insensibilidad ante la 
amenaza de un nuevo reproche de esa naturaleza, cuyo alcance ya conoce, y tal desprecio por la pena anterior 
se refleja en una mayor culpabilidad, que autoriza una reacción más intensa frente al nuevo hecho.  
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: “C/C RA-
MOS, GERARDO ISMAEL – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALI-
DAD” (Expte. Nº CJS 34.481/11)  (Tomo 173: 1085/1096 – 13/marzo/2013) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Prescripción de la acción contravencional. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de inconstitucionalidad deducido a fs. 46/49 
vta.II. ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de 
que se expida sobre la prescripción de la acción. 
DOCTRINA: Si de acuerdo a las constancias de la causa la acción contravencional posiblemente se encuentra 
prescripta, corresponde suspender el trámite del recurso a fin de que, en forma previa,  el tribunal de origen 
verifique la vigencia de la acción. 
 El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Ferraris). 
                Si la acción contravencional posiblemente se encuentra prescripta, corresponde suspender el trámite 
del recurso de inconstitucionalidad interpuesto a fin de que el tribunal de origen verifique el requisito estable-
cido por el cuarto párrafo inc. a) del art. 67 del Código Penal, esto es la comisión de otro delito. (Del voto de 
la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli    CAUSA: 
“VIVEROS, FILIBERTO FRANCO; PASTRANA, GABRIEL ALEJANDRO - RECUR-



 

SO DE INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. N° CJS 35.473/12) (Tomo 173: 1007/1014 – 
12/marzo/2013) 
 
RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. Prescripción de la acción contravencional.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 39/41. II. OR-
DENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Quinta Nominación a fin de que se 
expida sobre la eventual prescripción de la acción. 
DOCTRINA: Si de acuerdo a las constancias de la causa la acción contravencional posiblemente se encuentra 
prescripta, se hace necesario suspender el trámite del recurso de casación a fin de que, en forma previa el 
tribunal de origen verifique la vigencia de la acción. 
           El carácter de orden público del instituto de la prescripción no legitima a los tribunales a obviar las 
instancias procesales legalmente previstas, cuando tal decisión depende de la discusión de diferentes aspectos 
fácticos y jurídicos. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas y Vittar). 
                Si de las constancias obrantes en la causa surge de manera palmaria que la acción ya se encuentra 
fenecida por el transcurso del tiempo, debe hacerse lugar a un temperamento desincriminatorio y en conse-
cuencia, sobreseer al causante por prescripción de la acción contravencional. (Del voto del Dr. Cornejo). 
               Si se ha aducido un concreto planteo de arbitrariedad, fundado en la supuesta incompetencia mate-
rial del Jefe de Policía para imponer sanciones por violación a normas de tránsito en el ejido municipal de la 
ciudad de Salta, la intervención de la Corte resulta en el caso insoslayable. (Del voto del Dr. Díaz). 
             Si en el escrito presentado por el recurrente no se expresó en forma clara y concreta la existencia de 
un agravio constitucional que permita acoger la impugnación como recurso de inconstitucionalidad, al no ser 
viable el recurso instado y que a la fecha la pena impuesta en la sentencia se encuentra posiblemente prescrip-
ta, corresponde bajen los autos al Juzgado de origen y solicite planilla de antecedentes contravencionales. 
(Del voto de la Dra. Kauffman). 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C AYUB, VÍCTOR MOISÉS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.064/11) (Tomo 173: 149/166 – 21/febrero/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia. Aplicación del derecho común en casación; 
doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 98/106 vta. 
DOCTRINA: Corresponde denegar el recurso extraordinario federal si se funda en agravios que constituyen 
una reedición de los ya expuestos en oportunidad de articular los recursos de casación, los cuales remiten al 
análisis de cuestiones de derecho común, y han sido tratados y resueltos con sustento en una profunda inter-
pretación de las normas aplicables al caso, aspectos cuyo conocimiento y decisión constituye materia reserva-
da a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso previsto en el art. 14 de la ley 48. 

La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confie-
re a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan 
discutirse decisiones que se estimen equivocadas. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman y 
Vittar) 
              Es improcedente el recurso extraordinario si la apreciación de los hechos discutidos y la aplicación 
de las normas que regulan el tema controvertido fueron adoptadas por la Corte provincial con suficientes 
razones que le sirvieron de apoyo, de acuerdo con la inteligencia que los Magistrados le asignaron y en las 
que el propio recurrente sustentó su posición. (Del voto del Dr. Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: 
“C/C CASTRILLO MACLUF, JORGE PABLO - INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.705/10) (Tomo 173: 
997/1006 – 12/marzo/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia; cuestiones de hecho, prueba y de derecho 
común resueltas en casación; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 2271/2291 vta. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los argumentos expuestos por el impug-
nante constituyen planteos que se relacionan con temas de hecho, prueba y de derecho común; aspectos sobre 
los cuales el más Alto Tribunal Nacional tiene resuelto que su conocimiento y decisión constituye materia 
reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordinario del art. 14 
de la Ley 48. 

El recurso extraordinario, en tanto vía impugnaticia especial, está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional 
resulta la base del recurso. 

La doctrina de la arbitrariedad reviste carácter excepcional y no resulta apta para corregir sentencias 
que el recurrente estime equivocadas, sino que atiende sólo a supuestos de gravedad extrema en los que se 



 

verifique un apartamiento palmario de la solución prevista en la ley o una absoluta carencia de fundamenta-
ción. 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Díaz  - Jueces de Corte-, Abel Fleming, Antonio María Morosini, Julio Víctor 
Pancio, Raúl Román – Jueces de Cámara llamados a integrar-     DOCTRINA: Dra. Galli   CAUSA: “C/C 
ALANÍS, ENRIQUE GUSTAVO; MATUS, FRANCISCO JAVIER – RECURSO DE CA-
SACIÓN” (Expte. N° CJS 30.916/07) (Tomo 173: 509/516 – 04/marzo/2013) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Improcedencia; cuestiones de hecho, prueba y de derecho 
común resueltas en casación; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 239/244. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, cuando la reiteración de los agravios que 
efectúa la defensa en el marco del remedio extraordinario se presenta como una disidencia relativa a cuestio-
nes de hecho y prueba que no alcanza para dar sustento a la vía intentada, de inequívoco carácter excepcional, 
sino en supuestos extremos de arbitrariedad, además de tratarse de cuestiones relativas a derecho común, 
aspectos sobre los cuales el más Alto Tribunal Nacional tiene resuelto que su conocimiento y decisión consti-
tuye materia reservada a los jueces de la causa, extraña, por su naturaleza, a la órbita del recurso extraordina-
rio del art. 14 de la ley 48. 
            El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objetivo concreto y 
restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional 
resulta la base misma del recurso 

La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confie-
re a la cuestión un carácter excepcional, e impide la apertura de una tercera instancia ordinaria donde puedan 
discutirse decisiones que se estimen equivocadas. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli  
CAUSA: “C/C CARRASCO, JUAN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.424/11) (Tomo 173: 291/298 – 27/febrero/2013) 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
                       
 
 
 
 
 
 

             
 



 

 
 

 
 
 

                  
 
 
 
 
 

              
 
 
 
 

                
 
 
 
 
 

                    
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 


